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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 6 de agosto de 2024. 

 El 22 de mayo del año en curso, la Sra. Malvina Elena Rivera García 

(en adelante, Rivera García o la apelante) sometió ante este Tribunal de 

Apelación Recurso de Apelación. En este, solicita que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (en 

adelante, TPI o foro primario) con fecha del 2 de abril de 2024 y notificada 

al día siguiente. 

 Habiéndose perfeccionado el recurso, hemos evaluado los 

argumentos levantados por todas las partes. Así, sopesados estos al crisol 

del derecho aplicable, resolvemos confirmar el dictamen apelado. 

I 

 El 15 de diciembre de 2021, el Banco Popular de Puerto Rico (en 

adelante, la parte apelada o BPPR) instó contra la apelante y otras partes 

una Demanda sobre rectificación de asiento registral al amparo del artículo 
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214 de la Ley 210-2015, mejor conocida como la Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria de Puerto Rico (en adelante, Ley 210-2015). Allí, 

señaló que el 27 de marzo de 1991, Rivera García constituyó a su favor o a 

su orden, un pagaré con vencimiento a la presentación por la cantidad 

principal de $175,200.00. El instrumento, se indicó, fue garantizado 

mediante hipoteca constituida sobre un apartamento perteneciente a la 

apelante.1 También se afirmó que posterior a este hecho, le concedió una 

línea de crédito a Sterling House Europa, Inc. (en adelante, Sterling House) 

por la cantidad de $500,000.00, más un préstamo por la suma de 

$835,000.00. 

 BPPR reclamó en su Demanda que, como parte de las garantías a su 

favor, Sterling House pignoró mediante contrato varios pagarés 

hipotecarios, entre los que se encontraba el pagaré hipotecario constituido 

por Rivera García por la cantidad de $175,200.00 aludido en el párrafo 

anterior. Según alegado, ante el incumplimiento de pago por parte de 

Sterling House, la parte apelada instó la acción en cobro de dinero              K 

CD2001-0490, en la cual se dictó una sentencia que plasmó un acuerdo 

alcanzado por las partes, mediante el cual, la parte demandada en el pleito 

se comprometió a pagarle al BPPR, la suma de $480,000.00. También se 

estipuló que, de no hacerlo, el banco podría solicitar la ejecución de la 

colateral; incluido el apartamento propiedad de Rivera García. 

 Conforme BPPR señaló en su Demanda, la hipoteca que garantizaba 

el pagaré constituido por Rivera García por la cantidad de $175,200.00 fue 

cancelada por alegada prescripción en virtud de una Instancia suscrita por 

ella con fecha del 22 de agosto de 2020. De igual manera, según afirmó, tal 

cancelación ocurrió cuando la hipoteca que lo garantizaba era aún exigible, 

pues la acción que instó en cobro de dinero en contra de la apelante 

 
1 Tal propiedad, está localizada en el Condominio Piedrahita Número 69, Calle Santiago 
Iglesias, Apartamento 1-A en San Juan, Puerto Rico. 
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interrumpió el término prescriptivo de 20 años aplicable a esta.  Por esto, y 

al amparo de las disposiciones relativas a la rectificación de errores de la 

Ley 210-2015, solicitó, entre otros remedios, que se ordenara al Honorable 

Registrador de la Propiedad de San Juan, Santurce Norte, Sección Primera, 

a corregir o rectificar en los libros a su cargo la hipoteca en garantía de 

pagaré por la suma de $175,200.00, así como la anotación de demanda sobre 

la causa de acción en cobro de dinero que un día instó contra la apelante. 

 El 13 de noviembre de 2022, Rivera García contestó la Demanda. Al 

así hacerlo, negó lo alegado. Afirmativamente, en síntesis, arguyó que el 

acuerdo por el que se dictó sentencia fue satisfecho en su totalidad y que la 

hipoteca había prescrito, por lo que no se tenía obligación de pedir 

autorización para solicitar su cancelación. Asimismo, estableció que la 

cancelación de la anotación de demanda peticionada procedía también, 

pues esta caducó a los 4 años de haberse anotado. 

 Tras varios trámites procesales, el 3 de noviembre de 2023, BPPR 

presentó una Solicitud de Sentencia Sumaria. En esta, adujo que no existía 

controversia en cuanto a los siguientes hechos: 

1. El 14 de mayo de 1996, el Banco Popular y Sterling House 
suscribieron un documento intitulado Financing Agreement (el 
“contrato de financiamiento”) mediante el cual, el Banco 
concedió una línea de crédito a Sterling House por la cantidad 
de $500,000.00 y un préstamo comercial por la suma de 
$835,000.00. Véase Anejo 1 – Financing Agreement. 
 

2. Como parte de las garantías a favor del Banco, el 14 de mayo de 
1996, Sterling House suscribió un Contrato de Prenda mediante 
el cual pignoró varios pagarés hipotecarios favor del Banco, 
entre los cuales se encontraba el pagaré hipotecario por la 
cantidad de $175,200.00 a favor del Banco Popular y con 
vencimiento a la presentación, suscrito el 27 de marzo de 1991, 
ante el Notario Francisco Avilés Caratini. Véase Anejo 2 – 
Pledge Agreement. 

 

3. El 27 de marzo de 1991, Rivera García suscribió un pagaré 
hipotecario ante el notario Francisco Avilés Caratini, bajo el 
número 2,619, por la suma principal de $175,200,00, con 
vencimiento a la presentación, más intereses a razón del 2% 
sobre la tasa de interés preferencial mayor prevaleciente de 
tiempo en tiempo en la mayoría de los principales bancos 
comerciales de la ciudad de Nueva York para préstamos 
comerciales, junto con una suma equivalente al 10% del 
principal de dicho pagaré para costas, gastos y honorarios de 
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abogado en caso de reclamación judicial. Véase Anejo 3 – 
Pagaré Hipotecario. 

4. Dicho pagaré se encuentra garantizado por hipoteca 
constituida mediante Escritura número 18, otorgada en la 
misma fecha y ante el mismo Notario, inscrita al folio 221 
vuelto, del tomo 766 de Santurce Norte, finca número 18,048, 
inscripción sexta del Registro de la Propiedad de Puerto Rico, 
Sección Primera de San Juan. mediante la cual Malvina Elena 
Rivera García constituyó una hipoteca a favor de Banco Popular 
de Puerto Rico, o a su orden, por la cantidad principal de 
$175,200.00 con intereses al 2% sobre la tasa preferencial “prime 
rate”, vencedero a la presentación. Véase Anejo 4 – Hipoteca en 
Garantía de Pagaré. 

 

5. El pagaré hipotecario por la suma de $175,200.00 fue cedido, 
también, mediante documento de prenda, otorgado por la 
codemandada Rivera García, el día 27 de marzo de 1991, 
mediante declaración número 2,618 ante el Notario Francisco 
Avilés Caratini. Véase Anejo 5 – Documento de Prenda. 

 

6. Los pagarés hipotecarios por las sumas de $125,000.00, 
$185,000.00, $175,200.00 y $53,000.00 fueron cedidos, también, 
mediante documento de prenda, otorgado por, entre otros, la 
codemandada Rivera García el 30 de junio de 1995, mediante 
declaración número 16,110, ante el Notario Luis E. López 
Correa. Anejo 6 – Contrato de Prenda. 

 

7. Como garantía adicional de sus obligaciones, incluyendo, 
cualesquiera otras deudas presentes y futuras con Banco 
Popular, la codemandada Rivera García suscribió una Carta de 
Garantía Ilimitada y Continua, otorgada por la codemandada 
Malvina Elena Rivera García, el 14 de mayo de 1996, bajo el 
número 4,392, ante el Notario José David Medina Rivera. Anejo 

7 – Carta de Garantía Ilimitada y Continua. 
 

8. Sterling House incumplió su obligación de pago del préstamo 
comercial y línea de crédito, resultando así que el Banco 
Popular presentase una demanda de cobro de dinero y 
ejecución de hipoteca el 14 de junio de 2001, bajo el caso civil 
KCD2001-0490 (603), ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala 
Superior de San Juan. Véase Anejo 8 – Copia de la Demanda. 

 

9. Luego de varios incidentes procesales, el Tribunal dictó 
Sentencia el 25 de octubre de 2006, notificada y archivada en 
autos el 7 de diciembre de 2006. Posteriormente, se emitió 
Sentencia Nunc Pro Tunc en donde se plasmó un acuerdo 
alcanzado por las partes el 11 de diciembre de 2006 y mediante 
el cual se condenó a los demandados a pagar la cantidad de 
$480,000.00 en los siguientes ciento ochenta (180) días o de lo 
contrario el Banco Popular podría solicitar la ejecución de la 
colateral que incluía el apartamento 1-A antes mencionado. 
Véanse Anejo 9 – Sentencia y Sentencia Enmendada y Anejo 10 
– Minuta Vista en su Fondo. 

 

10. De un estudio de título e informe histórico preparado por Aldo 
Sessarego Álvarez, con fecha del 21 de agosto de 2020, surge 
que el apartamento 1-A del Condominio Piedrahita, inscrito al 
folio 169 del tomo 493, finca 18,048 de Santurce Norte del 
Registro de la Propiedad Sección Primera de San Juan estuvo 
afecto en su inscripción sexta por la referida hipoteca de 
$175,200.00 de la cual el Banco Popular es tenedor de dicho 
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pagaré pignorado por Rivera García. Véase Anejo 11 – Estudio 
de Título Finca 18,048. 

 

11. Surge, también, del referido estudio de título, que el 16 de junio 
de 2010 se presentó una anotación de demanda (del caso civil 
KCD2001-0490) para gravar el apartamento 1-A presentado el 
26 de junio de 2001. Posteriormente, Rivera compareció en 
instancia el 22 de agosto de 2017 ante el Notario Alejandro J. 
Cacho Rodríguez y solicitó la cancelación de la anotación de 
demanda bajo el fundamento de prescripción. Véase Anejo 12 
– Certificación Registral Finca 18,048. 

 

12. Sin mediar autorización de parte o del Tribunal, o del Banco 
Popular como tenedor del pagaré hipotecario, dicha hipoteca 
fue cancelada (por alegada prescripción) en virtud de una 
Instancia suscrita por Rivera García el 22 de agosto de 2017 ante 
el Notario Alejandro J. Cacho Rodríguez. Véase Anejo 13 – 
Instancia 22 de agosto de 2017. Además, surge en la inscripción 
séptima, que Rivera García constituyó el derecho a hogar 
seguro en virtud de la Ley 195-2011 mediante la escritura 
número 209 del 22 de agosto de 2017 ante el mismo Notario. 
Véase Anejo 12 – Certificación Registral. 

En virtud de los hechos incontrovertidos propuestos antes 

transcritos, la parte apelada sostuvo que, bajo las disposiciones de ley 

aplicables, la hipoteca suscrita por Rivera García hubiera prescrito a los 20 

años; o sea, el 27 de marzo de 2011. No obstante, planteó que la demanda 

de ejecución de hipoteca que instó contra las partes tuvo el efecto de 

interrumpir dicho plazo. Reclamó pues, que era meridianamente claro que 

al momento en que Rivera García solicitó la cancelación de la hipoteca por 

alegada prescripción, tal hipoteca no había prescrito, debiéndose rectificar 

el error de su cancelación. Por los mismos fundamentos, BPPR sostuvo que 

también procedía eliminar del Registro la constitución de hogar seguro 

efectuada por Rivera García mediante la correspondiente escritura.  

El 27 de noviembre de 2023, la apelante presentó una Moción en 

Oposición a Sentencia Sumaria y Desestimación. Allí, identificó como asuntos 

litigiosos o en controversia de su parte: si ejerció correctamente su derecho 

al presentar una instancia para cancelar una anotación de demanda que 

había caducado y otra para cancelar por prescripción una hipoteca, cuando 

BPPR no acreditó ante el Registro que el gravamen subsistía. 
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Asimismo, Rivera García negó los hechos incontrovertidos. A tales 

efectos, aseveró que los documentos sometidos por la parte apelada no 

acreditaban que la obligación subsistía y que la misma se satisfizo mediante 

varios pagos en efectivo y como el producto de la venta de cierto inmueble. 

A su vez, y en cuanto a la constitución de hogar seguro, planteó que no 

existía impedimento en la ley para que hubiera constituido tal derecho por 

lo que lo reclamado en cuanto a esto, era improcedente. En virtud de todo 

esto, la apelante argumentó que no procedía dictar sentencia sumaria, pues 

no se estableció que hubiera mediado falsa representación ni actos 

indebidos de su parte. Afirmativamente, reclamó que, ante la ausencia de 

prueba acreditativa de tal hecho, la demanda debía ser desestimada, pues 

solo efectuó los actos que en derecho le asistían como titular.  

Habiéndosele ordenado someter una réplica, la parte apelada así lo 

hizo el 13 de diciembre de 2023. En tal ocasión, señaló que Rivera García 

aducía que tenía derecho a cancelar la hipoteca que garantizaba el pagaré 

por $175,200.00 por tener más de 20 años de haberse constituido, más omitió 

mencionar la acción en cobro de dinero que se instó en su contra en el año 

2001 e ignoró que la misma interrumpió el término prescriptivo de 20 años 

para la vigencia de un pagaré con vencimiento a la presentación. Por 

consiguiente, expuso que al momento en que se solicitó la cancelación de la 

hipoteca la misma no había prescrito como fue representado, debiéndose 

corregir el asiento. 

En su réplica, BPPR también atacó directamente la prueba que 

sometió la apelante para impugnar los hechos incontrovertidos propuestos. 

En primer lugar, clasificó de “self-serving” la declaración jurada sometida 

por Rivera García. Luego, destacó que el Settlement Statement sometido en 

la oposición a sentencia sumaria no trataba de la propiedad que garantizaba 

el pagaré hipotecario suscrito por ella por la suma de $175,200.00, si no a 

otra distinta. Por consiguiente, la contención de que la deuda fue satisfecha 
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mediante varios pagos y el producto de la venta de cierto inmueble quedó 

derrotada. A su vez, destacó que los propios documentos sometidos por 

Rivera García evidenciaban que, de los $480,000.00 acordados, se pagó la 

suma de $316,424.39 y quedó al descubierto un balance de $163,575.61. Por 

último, indicó que, pese a así argumentar, la apelante no sometió evidencia 

acreditativa de haber satisfecho en su totalidad su obligación. Ante estas 

deficiencias probatorias, argumentó que la apelante no controvirtió los 

hechos incontrovertidos propuestos, debiéndose conceder su moción. 

Al someter dúplica, Rivera García afirmó que, en ninguno de los 

escritos sometidos por el BPPR, este probó que la inexactitud en el registro 

fue motivada por la falsedad. Por tal razón, aseveró que procedía denegar 

la moción de sentencia sumaria y en su lugar, debía desestimarse la 

Demanda. 

Evaluados todos estos documentos, el TPI dictó la Sentencia apelada. 

Allí, determinó que no existía controversia en cuanto a los siguientes 14 

hechos: 

1. El 27 de marzo de 1991, Rivera García suscribió un pagaré 
hipotecario ante el notario Francisco Avilés Caratini, bajo el 
número 2,619, por la suma principal de $175,200,00, con 
vencimiento a la presentación, más intereses a razón del 2% 
sobre la tasa de interés preferencial mayor prevaleciente de 
tiempo en tiempo en la mayoría de los principales bancos 
comerciales de la ciudad de Nueva York para préstamos 
comerciales, junto con una suma equivalente al 10% del 
principal de dicho pagaré para costas, gastos y honorarios de 
abogado en caso de reclamación judicial. 
 

2. Dicho pagaré se encuentra garantizado por hipoteca 
constituida mediante Escritura número 18, otorgada en la 
misma fecha y ante el mismo Notario, inscrita al folio 221 
vuelto, del tomo 766 de Santurce Norte, finca número 18,048, 
inscripción sexta del Registro de la Propiedad de Puerto Rico, 
Sección Primera de San Juan, mediante la cual Malvina Elena 
Rivera García constituyó una hipoteca a favor de Banco Popular 
de Puerto Rico, o a su orden, por la cantidad principal de 
$175,200.00 con intereses al 2% sobre la tasa preferencial “prime 
rate”, vencedero a la presentación. 

 

3. El pagaré hipotecario por la suma de $175,200.00 fue cedido, 
también, mediante documento de prenda, otorgado por la 
codemandada la Sra. Rivera García, el día 27 de marzo de 1991, 
mediante declaración número 2,618 ante el Notario Francisco 
Avilés Caratini. 
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4. El 14 de mayo de 1996, el Banco Popular y Sterling House 
suscribieron un documento intitulado Financing Agreement (el 
“contrato de financiamiento”) mediante el cual, el Banco 
concedió una línea de crédito a Sterling House por la cantidad 
de $500,000.00 y un préstamo comercial por la suma de 
$835,000.00. 

 

5. Como parte de las garantías a favor del Banco, el 14 de mayo de 
1996, Sterling House suscribió un Contrato de Prenda mediante 
el cual pignoró varios pagarés hipotecarios favor del Banco, 
entre los cuales se encontraba el pagaré hipotecario por la 
cantidad de $175,200.00 a favor del Banco Popular y con 
vencimiento a la presentación, suscrito el 27 de marzo de 1991, 
ante el Notario Francisco Avilés Caratini. 

 

6. Los pagarés hipotecarios por las sumas de $125,000.00, 
$185,000.00, $175,200.00 y $53,000.00 fueron cedidos, también, 
mediante documento de prenda, otorgado por, entre otros, la 
codemandada Rivera García el 30 de junio de 1995, mediante 
declaración número 16,110, ante el Notario Luis E. López 
Correa. 

 

7. El 14 de mayo de 1996, la Sra. Rivera García otorgó y suscribió 
una Carta de Garantía Ilimitada y Continua, bajo el número 
4,392, ante el Notario José David Medina Rivera. 

 

8. El 14 de junio de 2001, el Banco Popular presentó una demanda 
de cobro de dinero y ejecución de hipoteca en contra de Sterling, 
la Sra. Malvina Elena Rivera García entre otros, bajo el caso civil 
KCD2001-0490 (603), ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala 
Superior de San Juan, mediante la cual reclamó el Pagaré 
hipotecario de 175,200.00 y la hipoteca que garantiza dicho 
Pagaré. 

 

9. Luego de varios incidentes procesales, el tribunal dictó 
Sentencia el 25 de octubre de 2006, notificada y archivada en 
autos el 7 de diciembre de 2006. Posteriormente, se emitió 
Sentencia Nunc Pro Tunc en donde se plasmó un acuerdo 
alcanzado por las partes el 11 de diciembre de 2006 y mediante 
el cual se condenó a los demandados a pagar la cantidad de 
$480,000.00 en los siguientes ciento ochenta (180) días o de lo 
contrario el Banco Popular podría solicitar la ejecución de la 
colateral que incluía el apartamento 1-A del Condominio 
Piedrahita. 

 

10. De un estudio de título e informe histórico preparado por Aldo 
Sessarego Álvarez, con fecha del 21 de agosto de 2020, y el Folio 
154 del Tomo 1192 del Registro de la Propiedad (Folio Digital 
18048) surge que el apartamento 1-A del Condominio 
Piedrahita, inscrito al folio 169 del tomo 493, finca 18,048 de 
Santurce Norte del Registro de la Propiedad Sección Primera de 
San Juan estuvo afecto en su inscripción sexta por la hipoteca a 
favor del Banco Popular por la suma principal de $175,200.00 
de la cual el Banco Popular es tenedor de dicho pagaré 
pignorado por Rivera García. 

 

11. El 26 de junio de 2001 se presentó una anotación de demanda 
(del caso civil KCD2001-0490) para gravar el apartamento 1-A, 
según consta del asiento 272 del diario 985, del 16 de junio de 
2010. 
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12. El 22 de agosto de 2017, la anotación de demanda fue cancelada 
bajo el fundamento de prescripción por vía de una instancia 
suscrita por la Sra. Rivera García ante el Notario Alejandro J. 
Cacho Rodríguez. 

 

13. El 22 de agosto de 2017, la hipoteca fue cancelada por 
prescripción por vía de una instancia suscrita por la Sra. Rivera 
García ante el Notario Alejandro J. Cacho Rodríguez. 

 

14. Según surge de la inscripción séptima, el 22 de agosto de 2017, 
la Sra. Rivera constituyó el derecho a hogar seguro en virtud de 
la Ley 195-2011, mediante la escritura núm. 209 del 22 de agosto 
de 2017 ante el Notario Alejandro J. Cacho Rodríguez. 

En virtud de estos hechos, y el derecho aplicable consignado en su 

dictamen, el foro primario concluyó que procedía rectificar la inexactitud 

del registro en cuanto a la cancelación de la hipoteca a favor de la parte 

apelada. Ello, pues el término prescriptivo de 20 años dispuestos en el 

Artículo 119 de la Ley 210-2015, así como aquel enunciado en el artículo 

1864 del Código Civil de 1930, había sido interrumpido mediante la acción 

en cobro de dinero que instó BPPR contra la apelante y demás demandados. 

Específicamente, expuso: 

Ahora bien, surge que el 27 de marzo de 1991, la Sra. Rivera García 
suscribió el Pagaré y la hipoteca. Desde el momento de la 
constitución de la hipoteca comenzó a transcurrir el término 
prescriptivo de veinte (20) años. Posteriormente, el 14 de junio de 
2001, en el caso KCD2001-0490, el Banco Popular presentó una 
demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca en contra de 
Sterling, la Sra. Rivera García y otros, para reclamar el cobro del 
Pagaré de $175,200.00 y la ejecución de la hipoteca que garantiza 
dicho pagaré. Por lo que, al 14 de junio de 2001, no había 
transcurrido el término prescriptivo de veinte (20) años de 
constituida la hipoteca. Esto equivale a decir que, al presentar la 
demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca, en el caso 
KCD2001-0490, Banco Popular interrumpió el término prescriptivo. 
 

Posteriormente, el 11 de diciembre de 2006, se dictó Sentencia Nunc 
Pro Tunc en dicho caso, como resultado de un acuerdo alcanzado 
por el Banco Popular, Sterling y la Sra. Rivera García. Cabe señalar 
que, al 22 de agosto de 2017, la Sra. Rivera García tenía derecho a 
solicitar la cancelación de la anotación preventiva de demanda por 
esta haber caducado a los 4 años de haberse presentado. Ahora 
bien, al 22 de agosto de 2017, fecha en la cual se canceló la hipoteca 
no había vencido el término prescriptivo de veinte años que fue 
interrumpido por el Banco Popular al presentar el caso KCD2001-
0490.  
 

Teniendo presente lo anterior, según se expuso, aun cuando se 
canceló la anotación preventiva de demanda, este tribunal no 
puede pasar por alto el hecho de que, el 22 de agosto de 2017, se 
canceló, por prescripción, una hipoteca a favor del Banco Popular 
que nunca prescribió. De hecho, en el Registro constaba la 
anotación preventiva de demanda que, aunque caducó, reflejaba 
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que el 14 de junio de 2001 el Banco Popular interpuso una demanda 
de cobro de dinero y ejecución de hipoteca en contra de los 
demandados, sobre el Pagaré y la hipoteca en controversia. Por otro 
lado, aun cuando pudiera cancelarse una anotación preventiva de 
demanda por caducidad, ello de por sí, no anula el hecho de que el 
Banco Popular interrumpió el término prescriptivo al presentar la 
demanda del caso KCD2001-0490. 

 
 Tras consignar las transcritas expresiones, el TPI declaró Ha Lugar 

la Solicitud de Sentencia Sumaria sometida por la parte apelada y en 

consecuencia, ordenó al Honorable Registrado a “rectificar y reinstalar la 

hipoteca a favor del Banco Popular por la suma principal de $175,200.00 

que constituyó la Sra. Rivera García en la Escritura Núm. 18 del 27 de marzo 

de 1991, ante el Notario Francisco Avilés Caratini, según constaba anotada 

en la inscripción sexta, folio 221 vuelto, del tomo 766 de Santurce Norte, 

finca número 18,048, del Registro de la Propiedad de Puerto Rico, Sección 

Primera de San Juan”. También le ordenó a “efectuar las rectificaciones 

correspondientes, a los fines de que se acredite la vigencia del referido 

crédito hipotecario a favor del Banco Popular que garantiza el Pagaré 

suscrito por la Sra. Rivera García, el 27 de marzo de 1991 mediante affidavit 

2,619” y “calificar si conforme a lo resuelto, procede o no cancelar la 

designación de hogar seguro por inscripción a favor de la Sra. Rivera 

García, constituido mediante la escritura núm. 209 del 22 de agosto de 2017 

ante el Notario Alejandro J. Cacho Rodríguez, en virtud de la Ley 195- 2011, 

según la inscripción séptima”.  

 En desacuerdo, la apelante solicitó la reconsideración de la Sentencia. 

Atendida esta, mediante Orden del 22 de abril de 2024, el TPI la declaró No 

Ha Lugar. Inconforme aún, Rivera García instó el recurso de apelación de 

epígrafe y señaló que el TPI erró: 

[…] al dictar Sentencia autorizando la rectificación de ciertos 
asientos cancelados en el Registro de la Propiedad sin que se 
acreditara ni probaran los elementos subjetivos de que la parte 
apelante logró dichas cancelaciones mediando falsas 
representaciones o actos indebidos. Es decir, la parte apelada no 
demostró la falsedad en el procedimiento de cancelación de los 
gravámenes que pretende rectificar como lo exige la Ley 
Hipotecaria en el Artículo 212(4) y tampoco cumplió con los 
requisitos que establece la Ley Hipotecaria en su Artículo 120.  
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[…]  en la apreciación de la prueba presentada por la parte 
apelada, la cual es insuficiente para acreditar, que la alegada 
obligación se mantiene subsistente sin que el declarante tuviera 
conocimiento personal de lo declarado y sin las garantías 
sustanciales de confiabilidad por tratarse de un mero documento 
en Excel, vis a vis la prueba presentada por la parte apelante. 
 

 Atendido el recurso, el 30 de mayo de 2024 y notificada el 4 de junio 

del mismo año, emitimos Resolución ordenándole a la parte apelada a 

comparecer en 30 días. El 1 de julio de 2024, esta compareció y sometió 

Alegato de la Parte Apelada. Así, con el beneficio de la comparecencia de 

ambas partes, estamos en posición de resolver y así hacemos. 

-II- 

A. 

El mecanismo procesal de la sentencia sumaria dispuesto en la Regla 

36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA, Ap. V., R. 36, permite resolver los 

asuntos de aquellos litigios que no presentan controversias genuinas de 

hechos materiales y que, por consiguiente, no ameritan la celebración de un 

juicio. Cruz Velez v. CEE y otros, 206 DPR 694 (2021), al citar a Mejías et al. 

v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288 (2012) y otros.  Así pues, conforme la 

discutida regla, procede dictar sentencia sumaria si de las alegaciones, 

deposiciones y admisiones ofrecidas, más las declaraciones juradas y 

cualquier otra evidencia presentada se acredita la inexistencia de una 

controversia real y sustancial sobre algún hecho esencial y material. Deberá, 

también, justificarse por el derecho aplicable. Id., mencionando a Bobé et al. 

v. UBS Financial Services, 198 DPR 6 (2017) y demás.  

 Por otro lado, la parte que se oponga a la moción de sentencia 

sumaria, deberá así hacerlo dentro del término de veinte (20) días desde su 

notificación, cumpliendo con los requisitos de ley. Así pues, deberá efectuar 

una exposición breve de las alegaciones, los asuntos litigiosos o en 

controversia. También, deberá hacer referencia a los párrafos enumerados 

por la parte promovente que entiende están en controversia y para cada 
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uno, detallar la evidencia admisible que sostiene su impugnación. Véase, 

Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(b); Cruz Velez 

v. CEEy otros; supra; y SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 

432 (2013). Las meras afirmaciones no bastan. Meléndez González et al.v. 

M. Cuebas, 193 DPR 100, 136 (2015) Esto es así, ya que cualquier duda no 

es suficiente para derrotar una moción de sentencia sumaria, sino que tiene 

que ser una que permita concluir la existencia de una controversia real y 

sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes. Abrams Rivera v. ELA, 178 

DPR 914, 932 (2010). No obstante, el no presentarse oposición a una moción 

de sentencia sumaria no impide que el tribunal falle en contra del 

promovente de esta ya que esta “puede dictarse a favor o en contra del 

promovente, según proceda en derecho.”. Audiovisual Lang. v. Sist. Est. 

Natal Hnos., 144 DPR 563, 575 (1997). 

 Así, al evaluar los méritos de una solicitud de sentencia sumaria un 

tribunal podrá dictar sentencia sumaria si de los documentos sometidos 

ante su consideración surge que no existe controversia real sustancial en 

cuanto a ningún hecho material y solo restaría por resolver una 

controversia estricta de derecho. Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V R 36.3(e). Por el contrario, no procederá una moción de 

sentencia sumaria cuando (1) existan hechos materiales y esenciales 

controvertidos; (2) haya alegaciones afirmativas en la demanda que no han 

sido refutadas; (3) surja de los propios documentos que se acompañan con 

la moción una controversia real sobre algún hecho material y esencial; o (4) 

como cuestión de derecho, no proceda. Cruz Vélez v. CEE y otros; supra. 

 En cuanto a la revisión judicial de una determinación sobre sentencia 

sumaria, es meritorio señalar que los foros apelativos nos encontramos en 

la misma posición que el foro primario. Por ello, debemos regirnos por la 

Regla 36 de Procedimiento Civil y aplicar los criterios de esta. No obstante, 

no podemos tomar en consideración evidencia que las partes no 
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presentaron ante el TPI. Tampoco podemos adjudicar los hechos materiales 

en controversia, por ser una tarea que le compete al foro de instancia luego 

de celebrarse un juicio. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 

118. 

B. 

 El Título XIV de la Ley 210-2015, mejor conocida como la Ley del 

Registro de la Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre asociado de Puerto 

Rico, regula lo concerniente a la rectificación de los errores en los asientos. 

El artículo 211 del mencionado estatuto, establece que se entenderá por 

inexactitud del Registro, todo desacuerdo que en orden a los derechos 

inscribibles exista entre aquél y la realidad jurídica extraregistral.2  

 La rectificación de los errores podrá ser solicitada por el titular del 

dominio o derecho real que no esté inscrito, que lo esté incorrectamente, o 

que resulte lesionado por el asiento inexacto. Las normas que rigen la 

rectificación son las siguientes: 

1. Cuando la inexactitud surja por no haber tenido acceso al 
Registro alguna relación jurídica inmobiliaria, la rectificación se 
hará:  
 

a. Por la inscripción del título procedente, si ello es posible, 
b. Por reanudación del tracto sucesivo, y 
c. Por resolución judicial que ordene la misma.  

 

2. Cuando la inexactitud deba su origen a la extinción de algún 
derecho inscrito o anotado, la rectificación se hará mediante la 
correspondiente cancelación. 
 

3. Cuando la inexactitud tenga lugar por defecto o error de algún 
asiento, se rectificará el Registro, según lo establecido en este 
título.  

4. Cuando la inexactitud proceda de la falsedad, nulidad o defecto 
del título que motivó el asiento por cualquiera otra causa no 
especificada anteriormente, la rectificación requerirá el 
consentimiento del titular afectado por ella o, a falta del mismo, 
una resolución judicial.  

 

En los casos en que haya de solicitarse judicialmente la rectificación, 
deberá presentarse la demanda contra todos aquéllos a quienes el 
asiento que se trata de rectificar conceda algún derecho.  
 

La acción de rectificación será inseparable del dominio o derecho 
real de que se deriva. 

 
2 30 LPRA Sec. 6351. 
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C. 

 En nuestro ordenamiento jurídico, la hipoteca se concibe como un 

derecho real, de naturaleza accesoria e indivisible y de constitución 

registral. Dist. Unidos Gas. V. Suc. Declet Jiménez, 196 DPR 96, 110 (2016). 

Dado su carácter accesorio, la hipoteca no es independiente de la vigencia 

de la obligación principal, estando sujeta a esta en su existencia y extinción. 

Id. 

 La acción hipotecaria prescribe a los 20 años, desde que pueda ser 

ejercitada con arreglo al título inscrito.3 Así, el Registrador de la Propiedad 

cancelará a petición de parte las hipotecas que tengan más de 20 años de 

vencidas, o si no tienen término de vencimiento, de constituidas. Ello 

ocurrirá, cuando concurra lo siguiente: 

1. Que del Registro no conste la interposición de demanda o 
procedimiento alguno en cobro o ejecución del gravamen 
hipotecario.  
 

2. Que del Registro tampoco conste que a pesar del tiempo 
transcurrido, dicho gravamen se mantiene subsistente en 
virtud de cualquier reclamación, acto o reconocimiento que 
signifique la subsistencia de la hipoteca, por suspensión o 
interrupción de la prescripción liberatoria, u otra causa 
cualquiera. 

En cuanto a la hipoteca y su cancelación, es importante considerar 

que el plazo prescriptivo de 20 años arriba mencionado admite 

interrupción. El mismo, puede ser interrumpido por el ejercicio de una 

acción judicial, por reclamación extrajudicial del acreedor o por cualquier 

acto de reconocimiento por parte del deudor. Íd., a la página 114. 

-III- 

 Como informamos, la apelante señaló la comisión de 2 errores. Al 

discutir el primero de estos, asevera que la sentencia debe ser revocada pues 

carece de determinaciones de hechos que establezca que al solicitar la 

cancelación de la hipoteca actuó con la intención específica de defraudar. 

 
3 30 LPRA, Sec. 6162. 
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Es basándose en esto que reclama que no debió dictarse sentencia sumaria, 

sino que debió celebrarse juicio en su fondo para evaluar la intención bajo 

la cual actuó. Así, y en apoyo a su postura, cita disposiciones de nuestro 

Código Penal relativas al delito de falsificación y el requisito de que para 

imponer responsabilidad penal es necesario que se configure el elemento 

subjetivo de intención.  

 Por su parte, mediante la discusión del segundo error señalado, 

Rivera García cuestiona la evaluación que el foro primario hizo de la prueba 

documental sometida por las partes. Para ello, en síntesis, señala que el 

documento sometido por la parte apelada trata de, “una simple y genérica 

tabla de Excel”, que debió evaluarse con suspicacia dado el “conocimiento 

especializado” de la entidad bancaria demandante. Añade, además, que la 

prueba que sometió en oposición a la sentencia sumaria es más fuerte y 

creíble que aquella sometida por el BPPR, puesto que a diferencia del 

empleado que preparó el documento sometido por el banco, la declaración 

jurada que sometió afirma el conocimiento personal que tiene sobre la 

controversia. De la misma manera, Rivera García atacó la apreciación de la 

prueba documental al cuestionar la razón por la que, si bien la parte apelada 

al replicar su oposición señaló que el “Settle Statement” que produjo no 

guarda relación con el pagaré hipotecario por $175,200.00, se restó lo 

pagado de la supuesta deuda en el documento. 

 El BPPR, al defender la Sentencia apelada, sostiene que las 

determinaciones de hechos alcanzadas por el TPI descansan en los 

documentos que tuvo ante su consideración. A su vez, plantea que, para 

impugnar la decisión, la apelante cita disposiciones legales irrelevantes a la 

controversia, pretendiendo así añadir a las disposiciones de la Ley 210-2015 

requisitos evidenciarios que no incluye. Asimismo, destaca el silencio en la 

argumentación de la parte apelante en cuanto a: que el plazo vigesimal 

relativo a los pagarés con vencimiento a la presentación no está 
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exceptuando de ser interrumpido: que tal interrupción no es necesario que 

surja del Registro: y, que la determinación final en cuanto a si se 

interrumpió efectivamente o no el plazo prescriptivo de la acción 

hipotecaria es un asunto contencioso que le incumbe exclusivamente a los 

tribunales.  

Por último, en su comparecencia el BPPR rechaza que el foro 

primario no considerara concienzudamente los documentos sometidos por 

la parte apelante, según esta reclama en su segundo señalamiento de error. 

A esos fines, cita una porción específica de la nota al calce número 22 de la 

Sentencia de la cual surge claramente el avalúo efectuado por el TPI. La 

misma lee de la siguiente forma: 

[…] Además, la Sra. Rivera argumentó que satisfizo la 
totalidad de la obligación y presentó una declaración jurada, 
Settlement Statement y unos recibos a esos fines. No obstante, 
por un lado, conforme se expuso, el presente caso trata sobre 
una acción de tracto sucesivo por lo que este tribunal no fue 
colocado en posición para determinar si la Sra. Rivera 
satisfizo o no la deuda. Por parte, el acuerdo que dio lugar a 
la Sentencia Nunc Pro Tunc del caso K CD-2001-0490 fue por 
$480,000.00. Al examinar el recibo que acompañó la Sra. 
Rivera con su Oposición surge que, el 23 de mayo de 2007, se 
efectuó un pago al Banco Popular por $316,424.39, monto 
inferior a los $480,000.00 acordado por las partes. Véanse, 
Anejos 1 y 2 de la Oposición sobre Declaración Jurada y 
Settlement Statement. 

 
Tratándose el asunto ante nuestra consideración sobre la disposición 

sumaria de un pleito, según nos ordena la jurisprudencia, evaluamos la 

solicitud de sentencia sumaria sometida por la parte apelada, la oposición 

presentada por la apelante ante esta, así como la correspondiente réplica y 

dúplica. Realizado este ejercicio, concluimos que estos escritos cumplen con 

los requisitos de forma que exige nuestro ordenamiento jurídico en cuanto 

a dicha herramienta.  

Habiéndose determinado lo anterior, nos corresponde evaluar de 

novo si en base al escrito de la parte apelada quedó demostrado la 

inexistencia de hechos medulares en controversia, de forma tal que la 
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resolución sumaria del caso estuviera permitida. Efectuada esta tarea, 

concluimos que los hechos materiales y esenciales del presente caso 

propuestos por dicha parte, y esencialmente acogidos por el foro primario, 

no están en controversia.4 Asimismo, ante estos, resolvemos que la 

aplicación del derecho efectuada por el foro primario fue adecuada.  

En el pleito quedó demostrado que el término prescriptivo de 20 

años de la hipoteca constituida por Rivera García para garantizar el Pagaré 

Hipotecario de $175,200.00, fue interrumpido mediante la presentación de 

una acción en cobro de dinero. Por consiguiente, y como correctamente 

concluyó el TPI, el 22 de agosto de 2017 se canceló una hipoteca por 

prescripción que no había prescrito, por lo que tal cancelación por parte del 

Registrador motivado por la Instancia sometida por Rivera García era 

improcedente. Por esta razón, la Sentencia apelada debe confirmarse. 

-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan con 

fecha del 2 de abril de 2024 y notificada al día siguiente. 

 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
4 Si bien la apelante argumenta en contrario y, específicamente, afirma que sí está en 
controversia por falta de prueba el si tuvo la intención de cometer fraude, la realidad es 
que sus planteamientos descansan en la aplicación al pleito de epígrafe de disposiciones 
relativas al Código Penal y el estándar de prueba requerido en cuanto los delitos por 
fraude. Más allá de así reclamar, no cita estatuto ni jurisprudencia específica que establezca 
que para que pueda ocurrir la rectificación de un asiento debido a la falsedad contenida en 
los asientos del Registro debe evidenciarse que hubo la intención de cometer fraude. 


